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Ecuador, 03 de julio de 2026  

 
Comité de Derechos Humanos de Naciones Unidas
Presente. -   

Ref: Contribución al borrador del Comentario General Nro. 38 del artículo 22 (el derecho a la libertad de asociación) del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos  

  
Distinguido Comité,  

Reciba un cordial saludo por parte de la Fundación Regional de Asesoría en Derechos Humanos - INREDH, organismo no gubernamental reconocido por el gobierno ecuatoriano mediante Acuerdo Ministerial No. 577 de 28 de septiembre de 1993. Como organización, llevamos 32 años promoviendo y exigiendo el respeto y garantía de los derechos humanos a través del acompañamiento de casos y litigio estratégico a nivel nacional e internacional, mediante nuestras líneas de trabajo: graves violaciones de derechos humanos, defensoras y defensores, y pueblos indígenas y territorio.  
En el marco de la convocatoria de contribuciones al borrador del Comentario General Nro. 38 del artículo 22 (el derecho a la libertad de asociación) del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, entregamos información esencial para identificar tendencias y cuestiones específicas y relevantes en Ecuador. 
1. Tendencias específicas y relevantes en Ecuador relacionadas al borrador del Comentario General Nro. 38

1.1. Párr. 9: Impacto diferenciado y agravado a mujeres defensoras de derecho a humanos, mujeres líderes indígenas, y defensores de derechos ambientales y de la tierra. 
Desde nuestra experiencia como organización de derechos humanos dedicada al acompañamiento, monitoreo y vigilancia de la situación de personas defensoras de derechos humanos en Ecuador, consideramos indispensable añadir en el párrafo de referencia los impactos derivados del cierre del espacio cívico desde un aspecto integral que permita identificar las afectaciones en tres niveles: individual, familiar y social. Este enfoque permite comprender que las restricciones al espacio cívico no solo afectan el ejercicio de la labor de estos grupos de personas, sino que generan consecuencias que trascienden la esfera personal y repercuten en las familias, las organizaciones y las comunidades.
La información que se presenta a continuación se fundamenta en los casos que hemos acompañado y documentado en el ejercicio de nuestras labores de observación y defensa de derechos humanos.
En primer lugar, la reducción del espacio cívico en el Ecuador se ha materializado mediante diversas medidas estatales que restringen derechos fundamentales, particularmente la libertad de expresión, la libertad de asociación y el derecho a la protesta pacífica. Entre las principales medidas identificadas se encuentran: 
i. La creación e implementación de la Ley de Transparencia Social, normativa que reproduce el discurso estigmatizante hacia las organizaciones de la sociedad civil al asociarlas con el financiamiento ilícito, el lavado de activos y la corrupción, al tiempo que establece mecanismos de control desproporcionados sobre su existencia, funcionamiento y financiamiento[footnoteRef:1]; [1:  Jackeline Beltrán, “La Ley de Transparencia Social, que regula a las fundaciones, fue publicada en el Registro Oficial”, Primicias, 28 de agosto de 2025; Daniel Fonseca, “Relatora de la ONU alerta que proyecto de ley de transparencia social vulnera derechos de asociación en Ecuador”, Radio Pichincha, 20 de agosto de 2025.] 

ii. El asesinato a cinco periodistas en el periodo de 2025, en hechos relacionados con coberturas realizadas en territorios afectados por la violencia[footnoteRef:2]; [2:  Fundamedios, “La arquitectura de la violencia oficial: agresiones, estigmatización y censura en 2025”, 2025, pág, 11.] 

iii. El congelamiento de las cuentas bancarias de líderes sociales e indígenas que participaron en las jornadas de movilización de septiembre y octubre de 2025, así como de organizaciones dedicadas a la defensa de derechos ambientales. Por ejemplo, la UNORCAC organización cuyas cuentas fueron bloqueadas por su presencia en las movilizaciones de 2025, y quienes han sido perseguidos administrativa y penalmente por su lucha por los derechos colectivos y territorio[footnoteRef:3], y la Fundación Pachamama denunció el congelamiento de sus cuentas, mismas que fueron liberadas dos meses después. No obstante, denunciaron que se había iniciado un proceso penal en su contra, particularmente a su presidenta[footnoteRef:4]; [3:  Roberto Cadena, “CONAIE denuncia bloqueo de cuentas bancarias de dirigentes y organizaciones indígenas tras convocatoria a paro nacional”, Metro, 19 de septiembre de 2025; Daniela Fonseca, “Unorcac denuncia congelamiento de cuentas bancarias y exige explicaciones al Estado”, Radio Pichincha,  02 de junio de 2026. ]  [4:  Fundación Pachamama, “Comunicado Oficial”, 27 de septiembre del 2025; Fundación Pachamama, “Se levanta la medida de inmovilización de cuentas de la Fundación Pachamama”, 10 de noviembre del 2025;  Fundación Pachamama, “Nuevo intento por silenciar a defensores del ambiente”, 13 de noviembre del 2025.] 

iv. El asesinato de la activista Monika Silva, quien había denunciado reiteradamente hechos de corrupción, irregularidades administrativas y afectaciones ambientales.[footnoteRef:5] [5:  Quién era Monika Silva Koniuszek, la activista polaca hallada muerta en Ecuador (y por qué la fiscalía pide ayuda internacional para la investigación) - BBC News Mundo] 

A ello se suma el uso excesivo de la fuerza en el contexto de las manifestaciones sociales. Durante el Paro Nacional 2025 se registró la muerte de cuatro personas pertenecientes a comunidades indígenas como consecuencia de la actuación de las fuerzas estatales de seguridad. Asimismo, organizaciones internacionales de derechos humanos documentaron el empleo desproporcionado de la fuerza, detenciones arbitrarias, actos de hostigamiento contra personas defensoras y líderes sociales, así como otras formas de criminalización de la protesta y libertad de asociación.
En este contexto, resulta evidente que las personas defensoras de derechos humanos, las mujeres defensoras, las personas defensoras del ambiente y de la tierra, así como los y las líderes indígenas, constituyen grupos especialmente expuestos a los efectos de las restricciones e injerencias sobre el espacio público. 
En el plano individual, estas medidas generan una limitación total o parcial del ejercicio de su labor de defensa y representación en la comunidad. Asimismo, producen un fenómeno de autocensura o chilling effect, mediante el cual las personas defensoras restringen parcialmente o suspenden completamente sus actividades, tanto en espacios físicos como digitales, debido al temor a recibir represalias. Este efecto inhibidor deriva del riesgo permanente de ser objeto de detenciones arbitraras, procesos de criminalización y judicialización, campañas de estigmatización, amenazas, actos de vigilancia, violencia o cualquier otra forma de represalia relacionada con el ejercicio legítimo de la defensa de los derechos humanos, derechos colectivos, de territorio o ambiente. 
En ese sentido, como el ataque a las personas defensoras de derechos humanos, colectivos y territorios busca no solo afectar de forma individual al defensor. Sino desarticular procesos organizativos completos. Es importante analizar los impactos de diferenciados en la dimensión familiar y comunitaria. 
En el plano familiar, las afectaciones derivadas del cierre del espacio cívico trascienden a la persona defensora y repercuten directamente en su núcleo familias. En ese sentido, las amenazas, vigilancia y hostigamiento generan un entorno de incertidumbre, miedo e inseguridad para sus familiares, quienes también pueden convertirse en objeto de hostigamiento o intimidación. Esta situación altera las dinámicas familiares, afecta el bienestar emocional y psicológico de sus integrantes, así como debilita los tejidos familiares que obliga a modificar rutinas para preservar la seguridad. A ello se suma igualmente el aspecto económico, es decir, las consecuencias derivadas de procesos judiciales, la pérdida de fuentes de ingresos o la imposibilidad de continuar desarrollando actividades de liderezgo de defensa de derechos.
Cuando abordamos el plano comunitario y colectivo, especialmente en este grupo de personas, las restricciones el espacio cívico debilitan los procesos organizativos y erosionan el tejido social de las comunidades de pueblos y nacionalidades. La criminalización y el hostigamiento contra personas defensoras no solo las afectan de manera individual, sino que envía un mensaje de intimidación al resto de la comunidad. Ello tiene como consecuencia el debilitamiento del diálogo comunitario, los mecanismos de representación comunitaria, se obstaculiza el proceso de defensa del territorio, ambiente y derechos colectivos. Especialmente, en los casos de pueblos y nacionalidades, las afectaciones adquieren un sentido de especial gravedad, pues comprometen el ejercicio de sus formas propias de organización, la toma de decisiones colectivas y la protección de sus territorios ancestrales, elementos esenciales para garantizar su supervivencia física y cultural.
En consecuencia, desde INREDH consideramos necesario que en el Comentario General Nro. 38 del artículo 22 (el derecho a la libertad de asociación) del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos se incluya que, debido a las restricciones del espacio cívico, por ende, del derecho a la libertad de asociación tiene impactos diferenciados en las personas, especialmente mujeres, que defienden derechos humanos, así como en los liderazgos de pueblos indígenas. Dichos impactos deben ser abordados y analizados desde una perspectiva integral, tanto individual, familiar y grupal para comprender los efectos reales de la vulneración al derecho a la libertad de asociación.
1.2. Párr. 11: Uso de nuevas tecnologías para la restricción del derecho a la asociación.
INREDH coincide con el Comité en que el derecho a la libertad de asociación debe interpretarse de manera evolutiva, incorporando los entornos digitales en los que hoy se organizan, coordinan y comunican las asociaciones. La experiencia ecuatoriana durante el Paro Nacional de 2025 -una movilización convocada por la Confederación de Nacionalidades Indígenas del Ecuador (CONAIE) y organizaciones sociales, que se extendió por 31 días entre el 22 de septiembre y el 22 de octubre- y el marco normativo e institucional que la precedió, ilustran con particular claridad los riesgos identificados. [footnoteRef:6] [6:  CONAIE convoca a un paro nacional e indefinido. 18 de septiembre de 2025. Tomado de Facebook: https://www.facebook.com/share/p/17nDunNKcm/ ] 

El 28 de septiembre de 2025, INREDH alertó sobre la inhibición de la señal de internet en los cantones de Cotacachi y Otavalo, provincia de Imbabura, epicentro de la movilización[footnoteRef:7]. El corte de conectividad se produjo de forma simultánea al despliegue de personal militar en la zona e impidió que las comunidades y organizaciones coordinaran sus acciones colectivas, activaran redes de protección, documentaran el uso de la fuerza y difundieran información verificada hacia el resto del país. [7:  INREDH. En #Cotacachi y #Otavalo se está bloqueando la señal de internet. 28 de septiembre de 2025. Tomado de X: https://x.com/inredh1/status/1972451643074433272 ] 

Incomunicar a la ciudadanía en medio de un conflicto social constituye una forma de censura que anula, en la práctica, la dimensión colectiva del derecho a asociarse: las asambleas comunitarias, las brigadas de derechos humanos y los medios comunitarios quedan aislados entre sí y frente al Estado en el momento de mayor riesgo para su integridad. Este hecho coincidió con la primera muerte de un manifestante en el marco del paro, ocurrida ese mismo día en Imbabura, lo que evidencia que la desconexión operó como un cerco informativo sobre las violaciones más graves.[footnoteRef:8] [8:  INREDH. 20 de septiembre de 2025. En Cotacachi, Efraín Fueres, comunero indígena, falleció tras recibir un impacto de bala por parte de las Fuerzas Armadas. Tomado de X: https://x.com/inredh1/status/1972307030481186907 ] 

A la restricción de conectividad se sumó la censura administrativa contra medios comunitarios que sostienen la vocería de las organizaciones sociales. Durante el paro, la Agencia de Regulación y Control de las Telecomunicaciones (ARCOTEL) suspendió temporalmente la señal de TV MICC[footnoteRef:9], primer medio televisivo comunitario del Ecuador, vinculado al Movimiento Indígena y Campesino de Cotopaxi, tras su cobertura de las protestas. La suspensión de un medio comunitario constituye una restricción directa a la libertad de asociación, pues los medios comunitarios son la expresión comunicacional de las organizaciones y pueblos que los sostienen, y su silenciamiento desarticula la capacidad de esas asociaciones para informar a sus bases y sostener su acción colectiva. [9:  Radio Pichincha. 24 de septiembre de 2025. El Gobierno suspendió la señal de TV MICC, considerado el primer medio televisivo comunitario de Ecuador. Tomado de https://www.radiopichincha.com/gobierno-suspendio-senal-medio-comunitario-tv-micc/ ] 

En paralelo, INREDH documentó 14 eventos de intimidación y violencia simbólica que incluyeron la vigilancia de sedes de organizaciones sociales y el seguimiento de personas defensoras y comunicadores populares[footnoteRef:10], así como exigencias por parte de agentes estatales para que periodistas y veedoras de derechos humanos entregaran sus teléfonos y borraran grabaciones que documentaban actuaciones policiales, como ocurrió con la periodista Pamela Ledesma y con tres integrantes del equipo de INREDH agredidas el 15 de octubre de 2025 durante una veeduría en Quito[footnoteRef:11]. La destrucción forzada de registros digitales elimina la evidencia de violaciones de derechos humanos y disuade la labor de monitoreo que ejercen las organizaciones y periodistas. [10:  INREDH. 2025. Análisis de vulneraciones a los derechos humanos: Paro 2025. Tomado de: https://inredh.org/archivos/pdf/analisis_paro_2025.pdf ]  [11:  BN Periodismo. 12 de octubre de 2025. Periodista es agredida por la fuerza pública al grabar detención de manifestantes. Tomado de https://x.com/BNPeriodismo/status/1977512127138333058 ] 

A todo ello, se inscribe en una tendencia sostenida de ataques cibernéticos contra medios y organizaciones sociales que trabajan temas de derechos humanos, feminismo, extractivismo y corrupción. Radio Pichincha, medio público de la Prefectura de Pichincha, ha denunciado ataques informáticos sistemáticos desde 2019, entre ellos la sustracción de su canal de YouTube en 2022, la inhabilitación de su cuenta de Instagram, la caída de su página web en febrero de 2025 por acción del grupo autodenominado "Cyber Hunters" y alrededor de 20.000 intentos de vulneración de sus servidores en los meses previos al paro[footnoteRef:12]. El medio comunitario Wambra Ec -que dio cobertura crítica al paro y cuyos periodistas fueron requisados por militares durante las protestas[footnoteRef:13]- ha sido objetivo de al menos tres eventos de ataque digital documentados por Fundamedios: un ataque DDoS que sacó su página web del aire durante cinco horas en marzo de 2023[footnoteRef:14], hackeos a su cuenta de Twitter en 2016 y 2021 y una suspensión de esa misma cuenta en 2022 tras publicar la denuncia de agresión policial contra una de sus periodistas en la marcha del 8M[footnoteRef:15]. [12:  Fundamedios. 18 de febrero de 2025. Ataque digital contra Radio de la Prefectura de Pichincha. Tomado de: https://fundamedios.org.ec/alertas/ataque-digital-contra-radio-de-la-prefectura-de-pichincha-deja-su-pagina-web-inhabilitada/ ]  [13:  Militares requisan al equipo de prensa de Wambra Medio Comunitario. Tomado de https://www.facebook.com/watch/?v=827850969933828  ]  [14:  Fudamedios. 3 de marzo de 2023. Medio comunitario sufrió ataques. Tomado de: https://fundamedios.org.ec/alertas/medio-comunitario-ecuatoriano-sufrio-ataque-digital-y-quedo-fuera-del-aire-5-horas/ ]  [15:  GK. 14 de marzo de 2022. Organizaciones y medios son víctimas de ciberataques en Ecuador. Tomado de: https://gk.city/2022/03/14/ciberataques-ecuador-organizaciones-medios/] 

Fundamedios ha documentado además ataques digitales sistemáticos contra medios de comunicación de Morona Santiago tras la publicación de contenidos que cuestionaban a autoridades locales, así como suspensiones de cuentas y bajas de contenidos en Facebook tras denuncias sobre gestión pública[footnoteRef:16]. Pese a que estos hechos han sido denunciados ante el Consejo de Comunicación, el Mecanismo de Protección del Trabajo Periodístico, la Fiscalía General del Estado y la Relatoría Especial para la Libertad de Expresión de la CIDH[footnoteRef:17], las autoridades ecuatorianas no se han pronunciado. La impunidad frente a la represión digital compromete la obligación positiva del Estado de proteger el entorno en el que las asociaciones ejercen sus actividades colectivas. [16:  Fundamedios. 12 de junio de 2026. Fundamedios fortalece acciones frente a la censura que afecta a medios y periodistas de: https://fundamedios.org.ec/fundamedios-fortalece-acciones-frente-a-la-censura-digital-que-afecta-a-medios-y-periodistas-en-ecuador/ ]  [17:  Radio Pichincha. 11 de abril de 2025. Nuevos ataques informáticos contra Radio Pichincha. Tomado de: https://www.radiopichincha.com/nuevos-ataques-informaticos-radio-pichincha/ ] 

Estas prácticas configuran una estrategia de represión digital que restringe el derecho a la libertad de asociación en su dimensión colectiva. Por ello, INREDH solicita respetuosamente al Comité que la Observación General Nro. 38 reconozca expresamente que los cortes de conectividad durante contextos de movilización social y la vigilancia digital sin autorización judicial constituyen restricciones al artículo 22 que no superan el test de legalidad, necesidad y proporcionalidad, y que reafirme la obligación de los Estados de investigar y sancionar los ataques digitales dirigidos contra asociaciones, medios comunitarios y organizaciones de derechos humanos.
1.3. Párr. 14 y 15: Derecho de las asociaciones para llevar a cabo sus actividades libremente.
La Ley Orgánica de Transparencia social (en adelante LOTS) en su conjunto normativo somete a las organizaciones de la sociedad civil al control de la Superintendencia de Economía Popular y Solidaria (en adelante SEPS), otorgándole amplias facultades de supervisión. Si bien el establecimiento de mecanismos de registro, control y rendición de cuentas constituye una finalidad legítima del Estado, la forma en que la LOTS estructura dicho sistema resulta incompatible con los estándares que protegen la libertad de asociación y el derecho a defender derechos humanos.
El problema no radica en la existencia de un órgano de supervisión, sino en el diseño normativo adoptado por la LOTS. La ley parte de una lógica de control propia del sistema financiero y la extiende de manera generalizada a todas las organizaciones de la sociedad civil, sin distinguir su naturaleza, finalidad, tamaño, estructura organizativa o nivel de riesgo. De este modo, las organizaciones quedan sometidas a un régimen de vigilancia intensiva construido sobre la presunción de que cualquier organización podría tener un vínculo para el financiamiento ilícito, en lugar de establecer mecanismos de supervisión diferenciados, objetivos y proporcionales.
Esta equiparación normativa resulta desproporcionada porque desconoce la naturaleza jurídica y social de las organizaciones sin fines de lucro. A diferencia de las entidades financieras o de las cooperativas de ahorro y crédito, las organizaciones defensoras de derechos humanos no realizan intermediación financiera ni persiguen la generación o acumulación de capital. Su finalidad consiste en ejecutar actividades de interés público orientadas a la promoción y protección de derechos humanos, el fortalecimiento comunitario y la participación democrática.
Muchas de estas organizaciones sostienen sus actividades mediante convenios de cooperación con organismos de cooperación nacional e internacional, o, a su vez con autogestión. En consecuencia, los recursos económicos son condicionados a la ejecución especifica de actividades previamente definidas por las organizaciones y por las organizaciones financistas; es decir, si existe un sobrante de dinero, este no se reparte como utilidad ni se acumula para generar riqueza, sino que se reinvierte directamente en el objeto social. Esto evidencia la naturaleza incompatible con las lógicas de acumulación y supervisión propias del sistema financiero.
Pese a ello, la LOTS impone obligaciones propias del ámbito financiero y mercantil, tales como la contratación obligatoria de auditorías internas y/o externas (artículo 10), la designación de oficiales de cumplimiento (artículo 14) y reportes periódicos de estados financieros bajo estándares de sociedades mercantiles (artículo 9, 10). Estas obligaciones trasladan a organizaciones comunitarias y de derechos humanos exigencias regulatorias concebidas para entidades financieras, sin que exista una justificación objetiva que demuestre la necesidad de aplicarles un nivel equivalente de supervisión.
Estas exigencias previstas en la LOTS generan un costo operativo que, en la mayoría de los casos, supera el presupuesto total de las organizaciones de base o comunitarias. Debido a que, los ingresos de estas organizaciones se sostienen con presupuestos reducidos y trabajo voluntario. En consecuencia, imponer requisitos financieros y administrativos complejos obliga a destinar recursos originalmente dirigidos a la promoción y defensa de los derechos humanos a gastos burocráticos y estructuras de cumplimiento normativo. De modo que, las medidas adoptadas exceden cualquier finalidad legitima de control administrativo y generan restricciones desproporcionadas al funcionamiento de organizaciones defensoras de derechos humanos.
En el marco de la LOTS, estas obligaciones adquieren una dimensión distinta: deja de ser un mecanismo de fortalecimiento institucional para convertirse en una herramienta de control intensivo y supervigilancia estatal sobre organizaciones que cumplen un rol esencial en la protección de derechos humanos y en el fortalecimiento de una sociedad democrática.
Los efectos de estas obligaciones no son únicamente teóricos, sino que se traducen en obstáculos concretos para el funcionamiento cotidiano de las organizaciones. En la práctica, cuando la burocracia deja de ser un mecanismo de organización y se convierte en un obstáculo, genera una carga administrativa excesiva, Por ejemplo, la obstaculización de actualizar la representación legal impide a las organizaciones firmar convenios o recibir desembolsos, mientras que las entidades financieras restringen la realización de trámites bancarios esenciales, afectando directamente la ejecución de las actividades previstas. Asimismo, el incumplimiento prolongado en la actualización de directivas constituye una causal para el inicio de procesos de disolución.
Más allá de una aparente finalidad de transparencia o control administrativo, el diseño normativo de la LOTS evidencia una insistencia por parte del Estado a asimilar a las organizaciones de la sociedad civil con actores económicos que persiguen el lucro, sometiéndolas a lógicas propias de un mercado financiero. En este contexto, la imposición de obligaciones de carácter mercantil, como auditorías, oficiales de cumplimiento y reportes financieros complejos, trasciende una finalidad meramente administrativa y se convierte en un mecanismo de supervigilancia sobre organizaciones que, por su naturaleza, cumplen un rol fundamental en la defensa de derechos humanos y la sociedad democrática. Este tipo de regulación genera un efecto particularmente gravoso sobre aquellas organizaciones que, por su labor, pueden resultar incómodas o críticas frente a las agendas estatales. 
En consecuencia, desde INREDH consideramos necesario que el Comentario General No. 38 sobre el artículo 22 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos incorpore expresamente que los Estados, si bien pueden establecer mecanismos de supervisión y rendición de cuentas para las organizaciones de la sociedad civil, estos deben diseñarse con criterios de legalidad, necesidad, proporcionalidad y diferenciación, de modo que no partan de presunciones generalizadas de riesgo o de financiamiento ilícito ni sometan a las organizaciones a regímenes de supervisión incompatibles con su naturaleza no lucrativa. Asimismo, el Comentario General debería reconocer que los marcos regulatorios excesivamente amplios o imprecisos, así como las facultades discrecionales para inmovilizar recursos o imponer cargas administrativas desproporcionadas, generan un efecto inhibidor sobre el ejercicio del derecho a la libertad de asociación y afectan de manera particular a las organizaciones que defienden derechos humanos y a otros actores que participan en el debate democrático.

NOTIFICACIONES 
La respuesta a la presente solicitud, la información requerida y las notificaciones que nos correspondan las recibiremos en los correos electrónicos: proteccion@inredh.org, derechos@inredh.org, legal@inredh.org, defensores@inredh.org; y, juridico@inredh.org.
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